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dCllcia de pronunciarse sobre la aducida vulneración del arto 25.1; por 10
que, estimada la demanda por la primera de· sus causas, no puede
hablarse de incongruencia constltucionalmente vedada por el hecho de
que Tribunal Supremo no considerase necesario reahzar pronuncia­
miento alguno sobre las restantes causas aducidas.

3. Carece igualmente de contcndo constitucional la seguncja de las
violaciones del Url. 24 de la C.E. dcnunciuda en el presente recurso'. la
relativa al no planteamiento por parte del Tribunal Supremo de la
cuestión de inwnstitucionalidad sobre el al1. J.7 de la Ley de Reforma
Universitaria. En· C'fccto, es reiterada jurispi'lldcncia de este Tribunal
ISSTC 148/1986. 23/1988. 67/1988 Y 78/1988. entre otras) que el
p1.:lIltcamicnlo de la cucs.lión de inconstitllcionalidad es prerrogativa
exclusiva e ¡rrevisable de los órganos jurisdiccionales, sin que pueda
constituir base para el plalllcamicnto de un recurso de amparo el hecho
de que este no haya considerado conveniente formular una determinada'
cuestión de inconstitucionalidad pretendida por el recurrente.

-4: Por lo que atañe a la vulneración que se alega del 3ft 25.1 de la
Constitución, resulta evidente, como se seftaló· cn el fundamento
jurídico primero. que no puede achacarse en forma inmediata y directa
al Tribunal Supremo. sino únicamente en cuanto·no remedia, segun la
pretensión del rCclurcnlc, la vulneración que ésté considera producida
por d Rcctorildo 'de la U.Ñ.E.D.; por lo que, de haberse violado'el
derecho en ese artículo conslitucionalreconocido. esa violación habria
de aUibuirse cn forma inmcdiata y directa a la actuación del Rectorado.
Nos situumos, por tunto, en el terreno dcl art. 43 de la LOTe. Existe, no
obstantc, una dificultad insalvable para-el otorgamiento del amparo por

esta vía. En efecto, el arto 43.3 de la LOTe establece Que «(el recurso sólo
podrá fundarse en la infracción, por una resolución firme, de los
preceptos constitucionales qUe rcconocen los dercchos o libertades
su:sccptibles de amparo». Se (':(ige. por tanto, una resolución firme. Sin
embargo, en cl presente recurso de ampnro no existe tal resolución al
haber sido anulada por la Sentencia del Tríb~nal Supremo, por lo que
difícilmente puede considerarsc que una rL'solución inexistente jurid~ca.
mcnte pueda vulnerar derecho fundamcntal alguno, por lo que no eXiste
vulneración real y efectiva de derechos fundamentales, requisito impres·
cindiblc para el plnnteamiento de un· recurso de amparo, que no puede
ser dirigido, segUn reiternda y consolidada jurisprudencia de este
Tribunal, contra lesiones futuras o mcrnmente hipotéticas (entre otras,
SSTC 110/1984 y 123/1987).

FALLO

En atención a todo lo expuesto, el Tribunal Constitucional. POR LA
AUTORIDAD QUE LE CONFIERE LA CONSTITUCiÓN DE LA NACiÓN
ESPAÑOLA,

Ha decidido
Desestimar el presente recurso de amparo.
Publiquese ~sta Sentencia en el «Boletín Oficial del Estado)~.

Dada en Madrid a 27 de abril de 1992.-Fernando García-Mon y
GOIwílez-Regueral.-Carlos de la Vc-ga Bcnayas.-JesÚs Leguina
Villa.-Luis Lópcz Guerr~.-VicenteGimenoSendra.-Firmado y rubri-
cado. -

SENTENCIA

eN NOMBRE DEL REY

la siguiente

La Sala Primera del Tribunal (onstitucional, compuesta por don
Francisco Tomás y.Vulj~ntc"Presidente;don Fernando García-Mon y
Gonzalcz-Regucral, don Carlos de la Vega Bcnayas, don Jesús Leguina
Villa, don LuisLópcz Guerra y don VicenteGimeno Scndra, Magistra­
dos. ha pronunciado

reclamación de 7.166:290 pesetas, por lo que solicitó que la demandante
le ábonara 5.166.290 pesetas, resultante de descontar al total reclamado
la cantidad de 2.000.000 de pesetas objetode la demanda.

b) En Sentencia dictada e116-de septiembre de 1985, el Juzgado de
Primera Instancia antes citado 'estimó parcialmente la demanda en
cuantía de 2.000.000 y la reconvención en 2.209.411 pesetas declaró
cxtinguidas \as obligacione.s dc pago, en la cant(dad concurre~te. y
condenó a la actora «Colegio de Ensenanza Anto11l0 Trueba, SOCledad
AnóninKI», al pago de 209.411 pcsetas más los intereses que procediesen.

c) Contra dicha parte formularon ambas partes recurso de apela­
ción ~ntc la Sala de lo Civil de la Audiencia Territorial de Bilbaú (rollo
núm. 688/1985). Tras la pertinente tramitación, La Sala dictó Sentencia
cn fecha 10 de febrero de 1988. en la q~le estimó parcialnlcntc el recurso
plrllltcado por la Entidad «Colegio de Enseñanza Trueba de Archanda,
Sociedad Cooperativa Limitad-m), y revocó la Scntencia recurrida en
cuanto a la estimación en la. reconvcneión, incrementándola en otros
2.357.112 más.

d),. La.rcpresentación de la Entidad demandante de amparo preparó
rccurso de casación por infmcciónde Ley contra la citada Sentencia
(recurso núm. 823/1988). Por Auto de 4 de octubre de 1988, la Sala
Primera del Tribunal Supremo inadmitió el recurso de casación, de
conformidad con lo dispuesto en la regla 2.:1 del arto 1.710 de la Ley de
Enjuiciamicnto CiviL en rel.ación con los 1.697 y 1.687, «por no cubrir
la cuantía reclamada la legalmente establecidm~.

3. La representación de la Entidad recurrente de amparo estima, en
primcr lugar, que el auto dictado por el Tribunal Supremo vuinera ei
dcrcchoa obtener la tutela judicial efectiva del arto 24.1 de I~a

Constitución. Al respcctoalega; de un lado, que el Auto impugnado no
cstá motivado pues en el mismo no se explica la razón por la cual la Sala
enticnde que 'la cuan tia dc1 proceso a efectos de acceso a la casación no
es superior a 3.000.000 de pesetas. y, de otro lado, que la inadmisión
dcl rtcurso por razón de la cuantía es tambien contraria al art.24.1 de
la Constitución, toda vez que 'para determinar la procedencia o no del
recurso de casación hay que atender RO sólo a la cuantía ·fijada en la
dcmanda, sino también en la reconvención, que en el presente caso ,'.\.
super.:l cl límite fijado para la casación. . : l

En scgundo lugar, aduce quC"1a no ;:¡dmi::¡ión del recurso de casación
para recklm¡¡ciones de cuantía supcrior a 3.000.000 de._pesetas formula­
das por vía' reconvencional, como parece interpretar el Tribunal
Suprcmo. seria contraria arprincipio de igualdad del art. 14 de la CE.,
pues losdel11andados en cstascircunstnncias estarían en peor situación
que los denlandados en procesos separados, sin razón alguna que
justifique esta discriminación.

Por todo ello. !iolicita de estc Tribunal que otorgue el amparo y, en
consecucncia, anule el Auto rcculTido y retrotraiga las actuaciones del
recurso dl' casación al momento procesal inmediat3mente anterior al de
dictarse el Auto impugnado. Porotrosi, solicita, de conformidad con lo
di:spuesto en el art. 56 de la LOTe, que se suspenda la ejecución del
Auto impugnado, pues la misma hacía perder al amparo su finalidad.

4. Por providencia de 12 de diciembre de 1988, la Sección Cuarta
de la Sala Segunda (en la actualidad Sala Primera) acuerda admitir a
trámite la demanda de amparo formulada por el «Colegio de En:scñanza
Antonio Trueba. Sociedad Anónima), sin perjuicio de lo'que resulte de
los antecedentes, y tener por personado y parte en nombre y'representa­
ción del mismo al Procurador señor Garda Arribas. Asimismo, ya tenor

Sala Prin/era. Seu/mela 63i/992, de 29 de abril. Recurso
de amparo /.748/88. Colltra AlII.o de la'Sala Pri/l/era del
Tribul/al Supremo il/adlJlitielldo recurso de casación colltra
SCII/C'ncia d!' la AUtiielláa Territorial de Bilbao. VIIIJ/cra­
don "e' "eredlO a la lUIda jl((licial ((ectil'a ('/1 UJl supucsto
de determinaciun de la L'ltaJ/fía liligiosa: Interpretación de
li1s Leyes lilas jurorable al dercdw Jitndamelltal de acceso
a lo~· rectlrws; .

1. Antecedentes

l. Por escrito que tiene entrada en este Tribunal el 4de noviembre
de 1988. el Procurador de los Tribunules don Antonio Garda Arribas
interpone, en nombre y representación de la Entidad «((:olegio de
Enscnanza Antonio T rueba, Sociedad Anónima», recursó de amparo
contra Auto de 4 de 'octubre de 1988 de la Sala Primera del Tribunal
Supremo, que inadmitió .el recurso de casación interpuesto contra la
Sentencia de 10 de febrero de 1988 de la Sala de lo Civil de la AUdiencia
Territorial de Bilbao, dictada en el rollo de apelación numo 688/85.

2. La 'demanda 'de amparo se b.1sa, en sin tesis, en los siguientes
hccll0S:

a) Con fecha I de marzo de 1985, la Sociedad «Colegio de
Ensei'lanZ<l Antonio Trucha, Sociedad Anónima~), hoy recurrente de
amparo, formuló demanda de juicio de menor cuantía contra la
Sociedad «Colegio de Enseñanza de Archanda, Sociedad Cooperativa
Limitad..]». en rcclamaciónde 2.000.000 de pesetas, más 500.000 pesetas
en concepto de indemnización de perjuicios. Que, fue tramitada en el
Juzgado de Primera Instancia num. 3 de Bilbao (autos mimo 243/1985).
La cooperativa demandada. en trámite de contestacIón a la demanda, se
opuso a la misma alegando incumplimiento de I.:ontrato por la parte
demandante, al tiempo quc formuló demanda de reconvención en

En. el recurso de amparo núm. 1.748/88, promovido por la Entidad
«(Colegio de Enseñanza Antonio Trueba, Sóciedad Anónima», represen­
t<ld,rpor el Procurador de los Tribunales don Antonio García Arribas y
asistida por el Letrado don Luis. Fernando Bázán Laclaustra, contra
Auto de 4 de octubre de 1988 de la Sala Primera del Tribunal Supremo,
que inadmitió el recurso de casación interpuesto contra la Sentencia
dictadª, en fecha 10 de febrero de 1988. por la Sala de lo Civil de la
Audiencia Territorial de Bilbao en el rollo numo 688/85. En el proceso
de amparo ha comparecido el Ministerio Fiscal y la Entidad «(Colegio de
Enseñanza Trueba de Archanda, Sociedad Cooperativa Limitada»,
rcpresentada por el Letrado don F. Javier Alberdi. Ha sido Ponente el
M,lgistrado don Vicente Gimeno Sendra, quien expresa el parecer de la
Sala.
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d.C' Jo, di~pucsto L'11 ~I art. 51 de la L"y Org:ínica del Tribunal
(on<,llIUClonal (LOTe), nClICTdn requerir alentamente al Tribunal
Supremo y a la Audiencia de Bilbao, para que en el pl<lzO de diez días
lTlllitan. rcspcctiv::J.ll1cnlc. testimonio del recurso de casación llt.'lnl.
R13/,'XS y del rollo de Sala nüm. 688/85 dimanante de los Autos núm.
~4:'LI985 dd Juzgado de Primera Inslnncia núm. 3. interesándose al
propio tiempo se emplncc a quiencs fueron parte en el mencionado
procedimiento con excepción del recurrente que apnrccc ya personado
par<l 911c.cn el plazo de diez días pucd::m comparecer en este proceso
constltllclOllal.

5. Por escrito presentado el 18 de enero de 1989, el Procurador de
los Tribunales don Jase Murga Rodríguez, en nombre y representación
dl' la Entidnd «Colegio de Ensenan7a Trueba de Archanda Socicdad
Coopcrali"ll Linlll11da», se persona en el presente recurso, ~olicitando
que se entienda':! con.él las sucesivas diligencias.

6. Por pro" Jdencla de 16 de mayo de 1989, la Sección acuerda tener
por recibidas las actuacIOnes remitldJs por la Sala Primera del Tribun:ll
Sllpr<.~mo, y por personado y pJrtc al .Procurador don José de Murga
Rodnguez, en nombre y l"epresentJclón del Colegio de Ensenanza
Trueba .de ..<\rchanda, cntendién~ose con el mismo las sucesivas diligen­
l:lns. A.sllnJsmo, y a.ten~r de lo dIspuesto en el arto 52 de la Ley Orgánica
Gel Tl"lbunal ConstItucIOnal, acuerda dar vista de todas las actuaciones
de! prcsc.ntc recurso de amparo, por un plazo común de veinte días al
r\'fllll~teno Fiscal, y a los Procurad~res se~or~s García Arribas y r-.furga
Rodnguez, para que dentro de dicho termmo puedan presentar las
alegaciones que a su derecho convenga.

7: _. En .su cscrit'? de alegaciones,. presentado el 9 de junio de 1989,
el MlI1lstcno Fiscal mtcresa que se dIcte Sentencia estimando el recurso
de ampJro. por vulnenu la resolución impugnada el derecho fundumen­
tJI consagrado en el arto 24.1 de la Constitución. En primer término,
"lega que la reconvención es la inserción de una nueva pretensión en un
proceso ya ~stablecido, y su característica es que la nueva preténsión
prorl'sal se lllterpone por el dcm<:mdado frente al actor. No es una
ODoslción, sino que constituye una auténtica reclamación de fondo
diri~~Jda al órgano juri~~icClonal. en la que el sujeto activo es el sujcto
pasIvo de otra pretenslOn antenor.

Hay. pues, en un mismo proceso dos pretensiones, una de ellas
<:lll<:ldldJ por el primitiv.o denmnd<:ldo. cuyo fundamento es la economía
proces<:ll. Cada pretensIón conscrVíl sus características propias pero se
resuclvcn en una misma Sentencia. La única consecuencia' de la
ncumtilJción dc pretensiones, pOI: medio de reconvención, es' que se
discuten al propio tiempo y en la misma forma que la cuestión pnncipal
del pleito y son resueltas con ésta, en la misma Sentencia definitiva (art.
544 L.E.C), pero no constituyen una sola pretensión, sino dos pretensio­
nes. El demandado el reconvenir asume el carácter de actor en el mismo
proceso en que es dernand<tdo. El valor de la reconvención no se suma
al' \'alor del objeto de la demanda, como establece el arto 489.14 de la
LE.C.. en otros supuestos, sino que Se valora por separado (art. 489.17
dc la L.E.C). Todas estns notas significan que la pretensión que
constituye el objeto de la reconvención Tiene entidad propia y no puede
ser comidcrada accesoria de la pretensión objeto dc la demanda. Hay en
los sujetos del proceso una dualid<ld de posiciones procesales y tienen la
consideración de actores y demandados al mismo tiempo.

En scgundo termino. nduce que lti nueva regulación del recurso de
casación establece la cuantía mínima de 3.000.000 pnra acceder al
mismo. En el proceso de menor cuantía, pues, sólo procede el recurso
dc cJsación cuando su cuantia nlc<lnce los 3.000.000 de pesetas. Esto
supone que en este proceso si el objeto de la dcmnnda y reconvención
ticnc un valor, .cncta una de ellas, inferior a 3.000.000 de pesetas, no cabe
el rccurso de casación contra la Sentencia de la Audiencia. El problema
se plantca cuando en un proceso de menor cuantía el objeto de la
demJndJ es inferior al límite de 3.000.000 y el de la reconvención es
superior o al contrario. La naturaleza dC' la reconvención, antes
expucsta, permite afirmar que si la cuantfa de la reconvención es
superior a 3.000.000 de pesetas debe proceder el recllrso de casación.
ülll1qUC [imit'ldo a la impugnJcióri del objeto de la reconvcnción. Esta
conclusión nace de la interpretación conjunta de la naturaleza y límites
cconómicos del proceso de menor cuantía, de los limites de acceso al
recurso de Casación y de la posibilidad de reconvenir, de acuerdo con el
¡nI. 63.4 de la L.E.c., cuando el Juez que. conoce de la demanda tenga
;¡lribllciones p<lra conocer la reconvención por razón de la cuantía. La
illtcrprct;¡ción contraria significa privar. sin fundamentación legal. del
rccurso de casación a pretensiones, que por su cuantía o naturalczn,
tienen esa posibilidad. El fin de la ITcol1\'ención es la economía procesal
y esta finalid'ld no sc lograr con la intcrpretación anterior, porque nadie
deduciría reconvención. en el supuesto de diferencia de valor con el
ohjcto de In demanda. al verse privado de un recurso que legalmente
procedía en cl caso de deducir la prctensión de forma independIente.

Por lo que respecta al caso ahora enjuiciado. el Fiscal considera que
la rcsolLÍción judicial impugnada. que inadmite el recurso de 'tasación
porque «In cuantía reclamada no cubre la cSlnblecida leg..1Imente». carcce
de fundamcnto porque la impugnación del recurrente se deduce contra
la Sentenci<l dc In Audiencia en cunnto resuelve la pretensión· reconven~
rioJlnl y ésta sí alcanza la cuantía mínima que exige la Ley procesal para

acccder nI recurso de casación. El Tribunal Supremo no justifica en su
rcsolución la i"tlzón de no admitir el recurso de casación, pues la
r<"so]ución no distingue entre las dos pretensiones que constituyen el
objeto de 18 dcmand<:l y reroí1vención y, al no distinguir entre estas dos
prctensioncs, su rc<¡puesta de inadm.isión no es adecuada ni con~ruentc

a In rrl'ten<;lón casücional deducida por cl actor. La resolución lmpug­
na(b ticne fundan1l'ntnción respecto a una pretensión que no se ha
plan\cado y ('<lrece de clla n:specto a la pretensión que se plantea. Esta
carcncia de funuamentación de la resolución que inadmite el recurso de
casación significa que el órgano judicial no acredita la causa legal que
detcrmina la ina'dmisión y priva al actor del acceso a un recurso
legalmente establecido, con violación del derecho a la tutela judicial
efectiva. Dc otrn parte, el Tribunal Supremo interpreta, en este supuesto
concreto. la naturaleza y normativa de la reconvención y acumulación
de prctensiones. Y esta interpretación formalista y rigurosa crea un
obstáculo procesal, inexistente en la normativa procesal, que adolece de
arbitmriedad y fundamentación y que impidc el acceso a un recurso
kg<:Jlmente establecido por lo que incide en el contenido del' derecho a
la tutrla judiclJI efectiva y constituye su violación.

Finall11ente, por lo que se refiere a la presunta violación del arto 14
de la Constitución, el Fiscal estima que no tiene base porque el
recurrente no uporta «término de comparación» para realizar la confron~

tación con la resolución impugnada y poder afirmar, en su caso, la
discriminación denunciada.

8. La representaciÓri de 1<1 entidad recurrente, en escrito presentado
el 30 de mayo de 1989, se remite expresamente él todos los hechos y
fundJl1lentos del escrito de demanda a fin de evitar su repetición. No
obstante. reitcra, en primer término, que el Auto impugnado vulnera el
derccho a la tutela judicial efectiva (arl. 24.1 C.E.) al contener una
fundamentación insuficiente y orientada en sentido desfavorable para la
ekctividad del citado derecho fundamental. El Auto del Tribunal
Supremo fundamen1a deficiente mente la inadmisión con la mera cita de
ciertos preceptos de la Ley de Enjuiciamiento Civil, olvidando la
concurrcncia en el c<lso de la demanda reconvencional. la cuantía de ésta
y el contenido de las Sentencias, dando por supuesto que la cuantía no
excede de 3.000.000 pesetas (por no exceder esta suma la cuantía del
escrito inicial de demanda), interpretando los preceptos procesales
en juego en el sentido más desfavorable ala efectividad del derecho
del art. 24.1, ya que los interpreta a todos los efectos en el sentido de
que el (mico momento determine de lu cuantía procesal es el del escrito
de demanda, careciendo de relevancia actos posteriores, como la
rrconvel1ción, siendo tnlcs preceptos procesales susceptibles de otra
intcrprl·tación más favorable a la efectividad del derecho del art. 24.1,
como se ha argumentado ya en el escrito d(" demanda,

En segundo término, insiste en que el Auto impugnado tambien
infringe el principio de igualdad del arto 14 de la ConstituC'Íón, pues, al
inndmitir In casación, por considcrar fijada la' cuantía con el escrito de
demanda, coloca al demandado reconvencional en peor situación, ya
que ese mismo demandado en proceso separado tendría acceso al
recurso dada la- cU<lntía. Tal trato contrario al principio de igualdad
carece de causa alguna que lo justifique, ya que no existe razón para
justificar un trato diferente' en euanto"",,1 acceso al recurso de casación
para el demandado en vía reconvencional del que se otorga al deman­
dndo en proceso independiellte y sepnrado. No es conforme a la
Constitución intcrprctar los preceptos invocados de tal forma que: si la
demanda no es superior a 3.000.000 de pesetas. pero sí la reconvención
(como ocurre en el presente caso), no hay acceso a la cnsación frente a
los pronunciamientos judicinles relativos al demandado. y, en camojo,
sí la hay, rcspecto a los que se refiernn a la reconvención, es decir, con
respecto a la otra parte del proceso, cuya pretensión de ser ejercitnda
scp<lradamente permitiría a ambas partes ,acceder al recurso.

EnttlenciÓIl a lo expuesto. solicita que se dicte Sentencia estimatoria
del reClll"SO y otorgue el amparo solicitado y, cn su consecuencia,
reconozca el derecho fundamental del recurrente a la tutela. judicial
efcctiva, anule el Auto de 4 de octubre de 1988 de la Sala Primera del
Tribunal Supremo. y 'retrotmign las actuaciones del citado recurso de
casación al momento proccsnl inmediatamente anterior al de dictarsc el
Auto anulado.

9. Por escrito presentado el 14 de junio de 1989, la representación
de In entidad «Colegio de Enseñanza Trucbn de Archanda. SociedJd
Cooperativa Limitada». compJrccida como parte demandada. alega que,
a [a viS1<l dc las [lctu<1cionrs y la solicitud inicial de la recurrente, es
cvidcnte que sus pretensiones no aleanzan la cunntía susceptible de
cas:lción ante el Tribunnl Supremo. por lo que considera que la
resolución ahora impugnnda eSlá plenamente ajustarln a derecho.

10. Por Auto de 6 de fcbrero de 1989. dictado en la pieza sepnrada
de suspcnsión, la Sal<1 denegó la suspensión solicitada por ItI enlidad
ITctlrrente.

I L Por providencia de 27 de abril de 1992, se señaló el día 29 del
mismo mes y ano para deliberación y f<tllo de la presente Sentencia.

11. Fundnmentos juridicos
l. La cuestión planteada en el presente recurso de amparo consiste

en determinar si ha resultado vulnerado el derecho a la tutela judicial
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efectiva (art. 24.1 C.E.), con indefensión para la entidad recurrente.
como con~cucncia de haber inadmitido la Sala Primera del Tribunal
Supremo, de manera inmotivada y debido a un error en la determina­
ción de; la cuantía del litigio, el recurso de casación interpuesto. En este
SC'ntido, aunque en lu demanda también se invoca la posible vulneración
dl'1 principio de igualdad (art. 14' C.E.), ell realidad esta infracción
conslituciollul se confunde con la del derecho a obtener la tutela judicial
C'fectiva y a la no indefellsión. puesto que se basa en la ¡nadmisión del
recurso de casación y. en todo caso, la denunciada falta de motivación
en In resolución recurrida impide apreciar'que la ¡nadmisión del recurso
SI.' haya b.asado en rozones -discriminatori.a5- para \.aentidad recurrente de
amparo.

1. Es doctrina reiterada de este Tribunal que el derecho a la tutela
efl'étiva que garantiza el art. 24.1 de la Constitución comprende. en los
casos y con los requisitos que la Ley establezca. la utilización de los
~'ec~lr~os 1cf1lm~nte previstos contra la,sresolüciones de l?s ~rg~nos
JUdICH1!cS, mcluldo el, recurso de casaCión, En consecuencia. mfrlnge
aquel derecho fundamental cualquier decisión de inadmisión de un
recurso que no se funde en la aplicación razonada y razonable de una
causa legnl de inadmisibilidad, puesto que, si bien es cierto Que
corresponde al Tribunal Suim~mo la última decisión sobre la admisión
de los rccu·rsos de casación y la verificación de la concurrencia de los
requisitos maleriales y procesales a ,que los mismos están . sujetos.,
también lo es que si no está justificada o debidamente motivada la
decisión, sO fund~ en un manifiesto error, en una causa inexistente o en
un rj~or excesivo en la interpretación de los rcquisitos formales, pucde
el Tnbunal Constitucional. a través del recurso de amparo, restablecer
eldcn:eho vulnerado 't hacerefcctiva la tutela judicial que garantiza el
art. 24.1 de la Constitución (entre otras SSTC 10/1987.214/1988 Y

. 5D/1990}. Mas concretamente, y por lo que respecta a los límites que por
rrtzól1 de la. cuantía condicionan la admisibilidad del recurso de casación
dvil (art. 1.710.2, en rclación-cOfl los 3rtS. 1.697 y 1.687.1 de la LEC),

. esle Tribl.ll1al ha afirmad9 -en la STC 50/1990, antescilada, que en los
supuestos en los que, para determinar, a los efectos de la casación, la
(.'uanlía litigiosa sean posibles distintos criterios de interpretación, el
.Tribunal Supremo d'cbe dar prevalencia a la interpretación más favora­
ble pura la v13biridad del recurso ROl' imperativo del derecho constitucio­
nal 3 la tulela judicial efectiva.

3. Por lo que se re-fiere al caso que nos ocupa, la Sala Primera del
Tribunal Supremo inadmiti.ó el recurso de casación por razón de la
ctl<1ntía, de conformidad can lo dispuesto en la regla 2.a del arto 1.710
dc la L.E.C., en relación con los arts. 1.697 y 1.687 de dicha Ley,
razonando la inadmisión del recurso «por no cubrir la cuantía recla­
mada la legalmente establecida)). Por contra, el examen de las actuacio­
nes remitidas pone de manifiesto, tal como arguyen tanto la entidad
recurrente como el Ministerio Fiscal, que la cuantia litigiosa superaba
con crccc"s el mínimo legalmente establecido (3.000.000 pesetas:
art. 1.687, I de la L.E.C.), pues, aunque la cantidad inicialmente
demandada por la entidad .hoy rcrurrente cra de 2.500.000 pesetas, la
demanda rcconvcncional formulada en su contra par la parte deman­
dada ascendíaa 7.166.290 pesetas, y el importe de la condena fijado en
la Sentencia de apelación, como consecuencia -de la estimación parcial
de la demanda reconvencional,' era de 4.566.523 pesetas.

Por ello, el Auto del Tribunal Supremo ahora impugnado, que cierra
cl acceso al recurso de casación par entender que la cuantía litigiosa era
inferior a la legalmente exigida, es contrario al derecho a obtener la
tutela judicial efectiva consagrado en el arto 24.1 de la C.E. En efecto, en

12329 Sala Primera. Sentencía 64/1992, de 29 de abril. Recurso
. de' amparo 2,:12911988. CuJlfra se/lte/lcia de!- 1hluma1

Supre'mo declara/ldo /l/al admitida apelación en proces()
c:olltendoso-admillistraJivu de' protección de derechos ,fim­
damentales, a cerca de una illl'esJigació/l sobre sitllación
tributaria del 0(:101', Supuesta l'ttll1eracióll del derecho a la
wfela·judicial ~/ecth'a: 1/lC.'wllplimie'nto de U/J requisito
esendal por conducta /legligellte del rect/rrel1te.

la Sala Primera del Tribunal Constitucional, compuesta por don
Francisco Tomás y Valiente, Presidente; don Fernando García-Món y
Gonzálei-Regueral, don Carlos de la Vcga Benayas, don Jesús Leguina
Villa. don Luis López Guerra y don Vicente Gimeno Sendray Magistra-
dos, ha pronunciado .~

EN NOMBRE DEL REY

la siguiente

SENTENCIA

~n el recurso de amparo núm. 2.129/1988. promovido por don Juan
Pelaez Fabra, represen~ado por el Procurador don Luis Pozas Granero
y <lcluandC? en s~ .propla defensa por su condición9c Abogado, contra
la sentencIa ~mltlda por el Tribunal Suprcmo (antigua Sala Quinta),
de 1I de novlcmbre de 1988 (l'. 1472·88 DF), que declaró mal admitida
la apelación en proccso contencioso·administrativo de protección d,c los

primcr tÚmino, dicho Auto carece de la necesaria motivación; pues la
.sola cita de los prceeptos de la L.E.e. que apoyan la inadmisión del
recurso no puede inlL'grar la exigencia constitucional dc motivación que
el an. 24.1 de la CE. impone. dado quc nada se dice, ni sobre los
crilerios a traves de los cuales pueda inferirsequc no se alcanza la suma
de gravamen, ni siquiera acerca de cuál es la euantía.que, para el
Tribunal Supremo, tenía el pleito. En segundo término, si la demanda
de reconvención formulada contra la hoy recurrente de amparo era por
cuantía' de 7.166,290 pesetas, y la condcna fijada en la Sentencia
rccurndn, en virtud de la demanda reconvencional. era de 4.566.523
pcsctns, como antes se dijo, la afirmación del Tribunal. Supremo de que
el recurso no cubría la cuantía legalmcnte establecida para la casación
ha sido consecuencia dc una determinación de la' cuantia, no razonada
ni explicada, por lo que ha de concluirse que se ha vulnerado el derecho
de la reCUITcnte a obtener la tutela judicml efectiva (art. 24.1 CE.), al
haberse inadmitido el recurso de casación en virtud de una decisión que,
aun cuando aparece formalmente motivada, adolece de un manifiesto
error. En este sentido, tal y como hemos tenido recientemente ocasión
de dcclarar en la STC de esta Sala Primera, de 8 de abril de 1992, el
hecho de que la condcna de la entidad recurrente haya sido consecuencia
de la estimación de la demandn reconvencional formulada en su contra,
ninguna relevancia o incidencia puede tener en el régimen del recurso
de casación, puesto que la reconvención ticne la eonsiderac~ón de una
nueVa pretensión que se acumula por el demandade;> a un proceso en
curso o, lo que es lo mismo, una demanda nueva, que se valorará por
scparado (art. 489, regla 17, dc la L.E.C), aunque se tramite en el mismo
juicio de la dcmanda principal, y, de otra, el recurso de casación
inadmitido se había interpuesto únicamcnte contra la condena derivada
dc la reconvención, no respecto de la demanda inicialde la recurrente,
que había sido parcialmente estimada, tanto en primera, como en
segunda instancia.

FALLO

En atención a 10 expuesto, el Tribunal Constitucional, POR LA
AUTORIDAD QUE LE CONFIERE LA CONSTtTUCIÓN DE LA NACiÓN
ESPAÑOLA,

Ha decidido

Estimar el amparo solicitado por la entidad «Colcgio de Enseñanza
AntolÍio Trueba, Sociedad Anónima»), y, en su virtud:

l.u Declarar la nulidad dci Aula de 4 de octubre de 1988 de la Sala
Primcra del Tribunal Supremo (recurso núm. 823/88).

2.u Reconocer a la recurrente el derecho fundamental a la tutela
judicial efcctiva. ~

3.u Restablecer a la rc<:urrentc en la integridad de su derecho,
retrotrayendo las actuaciones· en el citado recurso de casación al
Q1omcnto procesal inmediatamente anterior al de dictarse el Auto
anulndo.

Publiquese esta Sentencia en_cl«Boletin Oficial del EstadQ»).

Dada en Madrid, a veintinueve de abril de mil novecientos noventa
y dos.-Franciseo Tomás y Valiente.-Fernando Qarcía-Mon y González.
Regueral.-Carlos de la Vega Benayas.-JesÚs Leguina Villa.-Luis López
Gucrra.-Vicente Gimeno Sendra. . ...

derechos fundamentales, a cerca dc una investigación sobre la situación
tributaria del actor. Ha compareciqo como parte el Abogado del Estado,
ha ·inlcrvenido el Ministerio Fiscal. y ha sido Ponente el Magistrado don

Vicente Gimeno Sendra, q::en:~::::.::.:areecr de la sala. '.~

1. EI23 de diciembre de 1988 tuvo entrada en este Tribunal escrito
por el que se interpuso el recurso de referencia, en el que se solicita la
anulación de. \a resolución judicial impugnada, con los demás pronun­
cinmientos de rigor, por vulnerar el derccho fundamental a la tutela
judicial efectiva del arto 24 de la Constitución. f<t
. ~. Los hechos que sustentan la pretcnsión de amparo son los

sIguientes:

1.0) La Audiencia Nacional (Sala de lo Contencioso·Administra­
tivo, Sección Primera), por sentencia de 28 de enero de 1988 (a. 17468)
desestimó el recurso dirigido por el senor Peláez contra la comunicación,
por parte de un lnspcctor de Finanzas del Estado perteneciente a la
Subdil'C~~¡ón C;¡cner?1 de Inspc,:eión <;:'entral!zada (Dirección General de
InspecclOn Fmanelera y Tnbutana, Mlllisteno de Economía y
Hacienda), sin fecha, notificada el 6 de mayo de 1987, ~r la que se
había puesto en conocimiento del contribuyente la Illiciación de
actuaciones de comprobación e investigación tributaria relativas al
delllandante, por parte de la unidad especial de vigilancia y represión del
fraude fiscal.


